
ACCIÓN DE TUTELA PARA PROTEGER EL DERECHO AL MÍNIMO VITAL Y AL 

PRINCIPIO GENERAL DE PROTECCIÓN, PROMOCIÓN Y GARANTÍA DE LA 

EFECTIVIDAD DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, RESPETO A SU 

DIGNIDAD Y A INTERESES ECONÓMICOS Y DETRIMENTO PATRIMONIAL 

 
 
Santiago de Cali, 27 de abril de 2023. 
 
 
SEÑOR 
JUEZ LABORAL DE (REPARTO) 
E. S. D. 
 
REF: Acción de Tutela principio general de protección, promoción y garantía de la 

efectividad de los derechos de los consumidores, respeto a su dignidad y a sus 

intereses económicos, detrimento patrimonial y afectación al mínimo vital. 

Accionado: Banco CMR Falabella. 
 
Accionante: MARIA LUISA AYALA CABALLERO, identificado como aparece al pie de 
mi firma, actuando en nombre propio, invocando el artículo 86 de la Constitución 
Política, acudo ante su Despacho para instaurar ACCIÓN DE TUTELA contra el Banco 
CMR Falabella, con el objeto de que se protejan los derechos constitucionales 
fundamentales que a continuación enuncio y los cuales se fundamentan en los 
siguientes hechos: 
 
HECHOS  
 
Yo, MARIA LUISA AYALA CABALLERO, identificada con cédula de ciudadanía 

60.315.245 soy usuaria de la Tarjeta de Crédito CMR del Banco Falabella, la cual fue 

hurtada junto a mi cédula de ciudadanía y celular el día 6 de enero de 2023 a las 3:04 

pm., en el municipio de Calima mientras disfrutaba de un paseo familiar. 

Dicha tarjeta fue robada, y desde ese momento, empecé a comunicarme con servicio al 

cliente del Banco Falabella, pero fue imposible, puesto que la línea misma daba por 

terminada la llamada, sin lograr tener éxito y comunicarme con un asesor. Además al 

intentarlo por medio de la línea del WhatsApp no brindaba ningún menú para poder 

realizar el bloqueo de mi tarjeta de crédito, no reconocía mis datos, pues se estaba 

realizando con otro número de celular, pues también me fue robado, a lo cual me tocó 

esperar a viajar a Cali al día siguiente para hacer el proceso presencialmente pues me 

encontraba a las afueras de la ciudad,  donde me informaron que ya habían realizado 

compras por más de 8 millones de pesos con mi tarjeta de crédito a lo cual solicite se 

realizara el bloqueo de la misma y las demás acciones correspondientes. 



A esto el día 10 de enero, envié un comunicado al Banco Falabella para que realizara el 

reconocimiento de estas sumas sustraídas de forma indebida de mi tarjeta de crédito, 

puesto que  debido a la inoperancia de servicio al cliente, tal como lo expuse en el 

párrafo anterior, no pude realizar el bloqueo de mi tarjeta de crédito al mismo momento 

del robo, pues me tocó  al día siguiente desplazarme a Cali, pues me encontraba de 

paseo familiar en el municipio de Calima, y solo hasta ese momento se pudo bloquear 

la tarjeta, pero ya los delincuentes habían realizado compras superiores a 8 millones de 

pesos.    

El Banco ante esta solicitud, me respondió el día 31 de enero, su negativa de 

reconocimiento de las compras fraudulentas realizadas con mi tarjeta de crédito CMR 

Falabella, a pesar que lo sucedido fue negligencia e inoperancia del banco, por no 

disponer de un servicio al cliente adecuado que brinde las medidas de protección y 

garantía a sus clientes, pues debe dar la opción ante cualquier medio de que el cliente 

pueda comunicarse con el banco y no solo WhatsApp a través del celular registrado 

pues el cliente queda en total indefensión al no encontrar la manera de bloquear, si el 

celular registrado también es robado. 

El teléfono de servicio al cliente nunca es contestado, entonces ¿de que manera puede 

el usuario que es intimidado y despojado de sus pertenencias, acceder al Banco para el 

bloqueo de sus productos? Y ¿cómo evitar que los delincuentes aprovechen las 

vulnerabilidades del sistema de seguridad del Banco? 

 El banco, debe disponer de diferentes medios para que el usuario pueda proteger sus 

intereses y acceder de forma fácil y oportuna al bloqueo de sus productos y así haber 

evitado que los delincuentes pudieran haber accedido a 8 millones de pesos, los cuales 

afectan considerablemente mis finanzas, patrimonio y mi tranquilidad.  

El banco aludió en otro comunicado, que es mi responsabilidad la tenencia del plástico, 

pero estamos ante un país donde la seguridad está desbordada y los habitantes del 

territorio nacional no cuentan con los medios para resguardar su integridad de forma 

efectiva, entonces le corresponde también a las entidades financieras, brindar a los 

usuarios la protección de sus productos,  por medio de adecuadas condiciones de 

acceso, prontitud, eficacia y eficiencia de servicio al cliente que es el medio donde el 

usuario puede hacer frente al bloqueo de sus productos y con ellos dar seguridad a los 

mismos. 

A lo cual, se puede decir que el sistema de servicio al cliente y garantías que maneja 

este Banco no es la más idónea para responder al usuario en el caso de emergencia, lo 

cual les facilitó a los ladrones realizar las compras. 

Puesto que  pesar de haber realizado la denuncia y bloqueo ante este banco el día 

sábado 7 de enero, no generaron ninguna alerta transaccional al medio de pago que se 



utilizó para las compras que en este caso fue SUMUP Colombia, situación que debía 

haberse realizado de forma inmediata por parte del Banco Falabella, para que la 

empresa SUMUP no desembolsaran los dineros de las compras a las cuentas, pues al 

efuartuarse las compras el día viernes 7 de enero, dicha empresa desembolsa el dinero 

de las transacciones un día hábil después, es decir el día lunes 9 de enero, en todo ese 

tiempo el Banco como entidad responsable no informó a Sumup Colombia (Medio de 

Pago) para que no efectuarán dichos pagos y así poder reversar esas transacciones 

fraudulentas. 

Por todo ello, a las falencias que este Banco presenta en la atención al cliente, falencias 

en la transmisión de la información a los entes correspondientes, negligencia al no 

actuar con la debida diligencia, no se pudo evitar que los dineros llegarán a las cuentas 

de los ladrones, por lo cual le corresponde al Banco Falabella asumir los cargos 

indebidos que se realizaron con mi tarjeta de crédito acudiendo a los principios de 

debida diligencia  que da la Ley 1328 de 2009 y demás aspectos de protección del 

consumidor financiero que deben brindar las entidades financieras. Por lo cual, 

presenta esta queja ante el Juez como entidad garante de los derechos fundamentales, 

para que este Banco reintegre las cantidades sustraídas de forma indebida de mi 

tarjeta. 

Manifiesto, que se realizó el denunció pertinente en el laxo de 24 horas que exige la 

entidad bancaria, además se amplió la denuncia ante la Fiscalía, sobre las 

averiguaciones que se han encontrado sobre las empresas donde se realizaron las 

compras, donde efectivamente una de ellas manifiesta no tener datafono (Tutty SAS), 

sin embargo, esta registrada en Sumup Colombia, y la otra empresa Metalistería SAS 

no responde a la línea telefónica registrada en la web. 

 
DERECHOS VULNERADOS 
 
Estimo violado afectación al mínimo vital, protección a los consumidores, respeto a su 

dignidad y a sus intereses económicos y detrimento patrimonial. 

 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 
Actuando en nombre propio, acudo ante su Despacho para solicitar la protección de los 

derechos mencionados anteriormente. 

Es preciso establecer que todo ciudadano está facultado para presentar acción de 

tutela, por sí mismo o por interpuesta persona, con el fin de reclamar ante los jueces de 

la República la protección inmediata de sus derechos fundamentales que estén siendo 

vulnerados o amenazados por acciones u omisiones de una autoridad pública, al igual 



que por particulares encargados de la prestación de un servicio público o respecto de 

quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. El Estatuto 

Orgánico del Sistema Financiero establece que la estructura del sistema financiero y 

asegurador se encuentra conformado por los establecimientos de crédito (bancos 

incluidos), sociedades de servicios financieros y de capitalización, entidades 

aseguradoras y por los intermediarios de seguros y reaseguros. Por otra parte, las 

entidades financieras, fijan los requisitos y condiciones de acceso y operación etc., y en 

esa medida, son depositarias de la confianza pública por el servicio que prestan y la 

forma de como sus usuarios pueden acceder de forma pronta y oportuna a sus 

productos. Sus actos gozan de la credibilidad de los usuarios, a quienes pueden colocar 

en situación de indefensión, debido a la posición dominante en la que se encuentran 

por la asimetría de la información financiera, situación que exige al Estado controlar sus 

actividades y precaver cualquier abuso en que puedan incurrir, también, al no asumir 

responsabilidades por debilidades en la prestación del servicio que maneja la entidad, 

para que los usuarios del sistema puedan acceder de forma oportuna al bloqueo de sus 

productos y evitar situaciones de riesgo. 

 
Así mismo, en concordancia a la Ley 1328 de 2009, Artículo 3, las entidades financieras 

deben propender al principio de debida diligencia, donde “…en la prestación de sus 

servicios a los consumidores, a fin de que estos reciban la información y/o la atención 

debida y respetuosa en desarrollo de las relaciones que establezcan con aquellas, y en 

general, en el desenvolvimiento normal de sus operaciones”. 

También, en el Capítulo II Derechos y obligaciones, Artículo 5 menciona  

a) “En desarrollo del principio de debida diligencia, los consumidores financieros 
tienen el derecho de recibir de parte de las entidades vigiladas productos y 
servicios con estándares de seguridad y calidad, de acuerdo con las condiciones 
ofrecidas y las obligaciones asumidas por las entidades vigiladas”. 

 
C) Exigir la debida diligencia en la prestación del servicio por parte de las entidades 
vigiladas. 
 
Artículo 7°. Obligaciones especiales de las entidades vigiladas 
 

b) “Entregar el producto o prestar el servicio debidamente, es decir, en las condiciones 
informadas, ofrecidas o pactadas con el consumidor financiero, y emplear adecuados 
estándares de seguridad y calidad en el suministro de los mismos”. 

 
d) “Contar con un Sistema de Atención al Consumidor Financiero (SAC), en los 
términos indicados en la presente ley, en los decretos que la reglamenten y en las 
instrucciones que imparta sobre el particular la Superintendencia Financiera de 
Colombia”. 

https://vlex.com.co/vid/estatuto-organico-sistema-financiero-58473679
https://vlex.com.co/vid/estatuto-organico-sistema-financiero-58473679


 
l) “Proveer los recursos humanos, físicos y tecnológicos para que en las sucursales y 
agencias se brinde una atención eficiente y oportuna a los consumidores financieros”. 
 
q) “Disponer de los medios electrónicos y controles idóneos para brindar eficiente 
seguridad a las transacciones, a la información confidencial de los consumidores 
financieros y a las redes que la contengan”. 
 
r) “Colaborar oportuna y diligentemente con el Defensor del Consumidor Financiero, las 
autoridades judiciales y administrativas y los organismos de autorregulación en la 
recopilación de la información y la obtención de pruebas, en los casos que se requieran, 
entre otros, los de fraude, hurto o cualquier otra conducta que pueda ser constitutiva de 
un hecho punible realizada mediante la utilización de tarjetas crédito o débito, la 
realización de transacciones electrónicas o telefónicas, así como cualquier otra 
modalidad”. 
 
De esta manera basados en el sustento jurídico que da protección al consumidor 
financiero, el Banco Falabella carece de todos los medios anteriormente mencionados 
de debida diligencia, estándares de seguridad, carece de los recursos tecnológicos 
adecuados para que se pueda mitigar los riesgos que esta expuesto los clientes, no 
cuenta con un Sistema SAC oportuno y eficiente entre otras. 

De otra forma, mediante la Sentencia SC18614-2016 de 2016, proferida por la Corte 
Suprema de Justicia, da un amplio soporte sobre la responsabilidad jurídica por parte 
de los bancos en los casos de fraudes donde intervienen terceros y fundamentado en el 
deber de la actividad bancaria y la característica de interés público, donde se concluye 
la responsabilidad de las entidades financieras, en todas las transacciones que se 
realicen con sus productos, concluyendo lo siguiente: 

“Se advierte que las entidades financieras deben asumir la responsabilidad por 
la defraudación sufrida por sus usuarios a través de transacciones electrónicas y 
reparar, en consecuencia, los perjuicios sufridos por estos actos. En efecto, se 
explica que ese riesgo es inherente a la actividad bancaria, la cual se caracteriza 
por ser profesional, habitual y lucrativa, cuya realización requiere, además, de 
altos estándares de diligencia, seguridad, control, confiabilidad y 
profesionalismo. Lo anterior conduce a la innegable e ineludible obligación de 
garantizar la seguridad de las transacciones que autoriza por cualquiera de los 
medios ofrecidos al público, con independencia de si los dineros sustraídos 
provienen de cuentas de ahorro o de cuentas corrientes. No obstante, se aclara 
que un banco puede exonerarse si prueba que el fraude ocurrió por culpa del 
cuentahabiente o que su actuar dio lugar al retiro de dinero de la cuenta, 
transferencias u otras operaciones que comprometieron sus recursos, pues si 
bien es el usuario quien tiene el control de los mecanismos que le permiten 
hacer seguimiento informático a las operaciones, a través de controles 
implantados en los software especializados con los que cuentan, se recuerda 
que la culpa incumbe demostrarla a quien la alegue” (SC18614-2016 de 2016). 



Este aporte de la jurisprudencia, muestra la responsabilidad de las entidades 
financieras en ofrecer canales y medios idóneos para proteger a sus usuarios de los 
riesgos a que están expuestos en el caso de hurto y de ejecución de transacciones 
fraudulentas con sus productos, lo cual brinda un avance satisfactorio con relación a 
la solución de estas situaciones que se presentan y que afectan al consumidor 
financiero. 

De esta forma es preciso resaltar, tal como lo expresa Anaya, (2012): “la actividad 
bancaria es riesgosa, según Anaya el uso de estos medios por parte de los clientes o 
consumidores financieros, implica para los agentes bancarios un mayor control respecto 
de estos instrumentos, así como el deber de garantizar la autenticidad, la 
confidencialidad y la seguridad en las transacciones”. 

Lo anterior se encuentra muy ligado a la consideración que hace la Corte Constitucional 
sobre la actividad bancaria como de interés público, la cual pone un límite a la 
autonomía de la voluntad que se refleja en las relaciones contractuales entre los bancos 
y los clientes (Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-517 de 2006) 

De esta forma, los establecimientos bancarios deben actuar bajo los criterios de 
protección contenidos en la Ley 1328 de 2009, porque estos están encaminados en 
brindar garantías, ante todo a garantizar, la debida diligencia. En ese sentido, se puede 
decir que de “alguna manera el banco aprovecha su posición privilegiada para generar 
confusión en el cliente y no le procura a este una solución, sino que aumenta la 
controversia y el conflicto” (Anaya, 2019). Entonces, en relación al deber de debida 
diligencia y protección, Padilla y Zafra manifiestan que: 

“al momento de determinar la debida diligencia de las entidades financieras en 
sus relaciones con los consumidores financieros, es preciso señalar que 
aquellas son profesionales y que se encuentran frente a estos en una posición 
de asimetría contractual, lo cual implica que la diligencia que debe exigírseles a 
dichas entidades en el cumplimiento de sus obligaciones frente al ordenante o 
beneficiario ha de ser más estricta. (Padilla y Zafra, 2017) 

En ese orden de ideas, a las entidades bancarias en este caso Banco CMR 
Falabella se les debe exigir  un mayor cumplimiento del deber de debida diligencia 
debido a sus conocimientos especiales e idoneidad en el manejo de sus canales 
transaccionales y la agilidad para dominar casos de acciones fraudulentas, pues no 
solo se deben limitar al bloqueo de la tarjeta sino actuar frente a las compras que el 
usuario denunció como fraudulentas, hacer seguimiento y haber alzado una alerta 
transaccional tal como lo mencionó Sumup Colombia en su comunicado  y haber 
evitado que llegarán los dineros a las cuentas de los ladrones.  

CONCLUSIÓN 
 
En conclusión, la inoperancia del Banco CMR FALABELLA, ante su omisión de la 

debida diligencia ante las acciones fraudulentas con mi tarjeta de crédito, han atentado 



contra la promoción y garantía de la efectividad de los derechos que tengo como 

consumidor financiero, respecto a mi dignidad, intereses económicos, detrimento 

patrimonial y afectación al mínimo vital. 

Con el fin de establecer la vulneración de los derechos, solicito señor Juez se sirva 
tener en cuenta las siguientes pruebas: 
 

 Fotocopia de la cédula. 

 Denuncia ante la Fiscalía  

 Ampliación de la denuncia 

 Copia de los Boucher (compras) entregados por el Banco Falabella. 

 Oficio enviado al Banco Falabella. 

 Contestación del Banco Falabella. 

 Segundo Oficio enviado al Banco Falabella. 

 Segunda contestación Banco Falabella. 

 Oficio enviado a Sumup Colombia 

 Oficio contestación Sumup Colombia. 
 

 
PRETENSIONES 
 
Con fundamento en los hechos relacionados, solicito al señor Juez disponer y ordenar a 
favor mío lo siguiente: 
 
PRIMERO: Tutelar el derecho al mínimo vital, a la promoción y garantía de la 

efectividad de los derechos que tengo como consumidor financiero, respecto a mi 

dignidad, intereses económicos, detrimento patrimonial y afectación al mínimo vital. 

SEGUNDO: Ordenar al Banco Falabella el reconocimiento de las siguientes 
transacciones que se realizaron con mi tarjeta de crédito de forma fraudulenta, ante el 
robo de mi tarjeta de crédito, que suman $8.053.500:  
 

 $1.985.000,00 

 $4.285.000,00 

 $798.500,00 

 $985.000,00 
 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Fundamento esta acción en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991 y sus 
decretos reglamentarios 2591 y 306 de 1992. 
 
ANEXOS 
 
Copia de la tutela para el archivo del Juzgado 



Copia de los documentos relacionado en el acápite de pruebas  
 
CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO 37 DE DECRETO 2591/91: JURAMENTO 
 
Manifiesto bajo la gravedad del juramento que no se ha presentado ninguna otra acción 
de tutela por los mismos hechos y derechos. 
 
NOTIFICACIONES 
 
Dirección para recibir comunicaciones: 
 
Accionado:  Banco Falabella, Avenida Carrera 19 #120-71 piso 3, Bogotá 
notificacionjudicial@bancofalabella.com.co; 
servicioalclientebancofalabellacolombia@bancofalabella.com.co;  
 
Accionante: Carrera 100 #34-96 Edificio Fronteira. Cali - Valle del Cauca. 
Teléfono: 3178291246 - 3126574038, 
maria.ayalaca@hotmail.com 
rocyayala@hotmail.com  
 
Atentamente, 
 

 
 
 
 

MARIA LUISA AYALA CABALLERO 
C.C. 60.315.245 de Cúcuta 
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